
Santiago, dos de agosto de dos mil dieciocho.

VISTOS:

Que, con fecha 24 de mayo del a o en curso, comparece don ñ Carlos  

Tagle  Tasso , en favor de Claudio  Montigl io  Valenzuela  y recurre 

de  protecci n  en  contra  del  ó Minister io  de  Transportes  y  

Telecomunicaciones ,  representado  por  la  Ministra  Sra.  Gloria  Hutt 

Hesse, quien mediante Resoluci n Exenta N  2292, de 24 de abril de 2018,ó °  

ha  decretado  restricci n  vehicular  permanente  para  los  veh culos  conó í  

convertidor  catal tico  sello  verde,  inscritos  antes  del  1  de  septiembre  deí  

2011, medida que estima, no se ajusta a derecho, siendo ilegal y arbitraria.

Explica que su representado es  due o del  autom vil  marca BMV,ñ ó  

modelo 32OIA FL2.0, del a o 2011, comprado en agosto del mismo a o,ñ ñ  

que tiene la norma EURO 4, y cumple con todas las normas de emisi n deó  

contaminantes exigidas por la autoridad, veh culo al que, de acuerdo a laí  

nueva normativa,  se le  impone una oficiosa y discriminatoria  restricci nó  

para  circular  respecto de otros  que siendo incluso del  mismo a o,  peroñ  

facturados en el mes de septiembre de 2011, si se les permite circular.

Se ala  que  el  fundamento  del  referido  acto  administrativo  señ  

encuentra en el art culo 120 letra b) del Decreto Supremo N 31 de 2016,í °  

que  habilita  para  disponer  restricci n  vehicular  permanente  durante  eló  

per odo de gesti n de episodios cr ticos por MP10 y MP2,5.í ó í

Agrega que la disposici n cuestionada es arbitraria en cuanto imponeó  

la restricci n de circular basado en la fecha de inscripci n (01 de septiembreó ó  

de 2011),  mas  no en fundamentos  t cnicos  relacionados  con normas  deé  

emisi n de contaminantes, siendo que, en este caso, el veh culo cumple conó í  

la norma de emisi n de contaminantes publicada y vigente a contar del a oó ñ  

2012.

Junto a ello, se ala que un veh culo inscrito despu s de septiembre deñ í é  

2011, que cumple con la norma sobre emisiones vigentes a contar de 2012, 

se encuentra en igualdad t cnica con un veh culo inscrito antes de esa fechaé í  

y que cumple con la misma normativa.

Lo anterior conculcar a sus garant as constitucionales consagradas ení í  

el art culo 19 Nos. 2, 22 y 24.í
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En raz n de ello,  solicita la eliminaci n de la restricci n vehicularó ó ó  

para el  veh culo de su representando, con ocasi n de la dictaci n de laí ó ó  

Resoluci n  Exenta N  2292, de 24 de abril  de 2018,  que habilita  paraó °  

disponer restricci n vehicular permanente durante el periodo de gesti n deó ó  

episodios cr ticos por MP10 y MP2,5, con costas.í

Evacu  informe la abogada Paola V squez Fierro por el recurrido,ó á  

solicitando el rechazo del recurso, con costas.

I.- Primero, alega la extemporaneidad del recurso de marras, por 

cuanto  el recurrente tuvo conocimiento de las medidas que contempla el 

Plan  de  Prevenci n  y  Descontaminaci n  Atmosf rica  para  la  Regi nó ó é ó  

Metropolitana  de  Santiago,  como  la  medida  permanente  de  restricci nó  

vehicular  a autom viles,  CON SELLO VERDE, inscritos en el  Registroó  

Nacional  de Veh culos  Motorizados  antes  del  1 de septiembre  de 2011,í  

mediante la publicaci n en el Diario Oficial del DS N  31, de 2016 deló °  

Ministerio del Medio Ambiente, con fecha 24 de noviembre de 2017.

De esta forma, el recurso presentado con fecha 24 de mayo de 2018, 

lo fue  exactamente a 181 d as de ocurrida la publicaci n del DS N  31, deí ó °  

2016 del Ministerio del Medio Ambiente, siendo extempor neo.á

II.- En seguida, alega falta  de  legit imidad  pasiva  por cuanto el 

recurrente  fundamenta  su  acci n  en  las  atribuciones  contenidas  en  eló  

art culo 120 letra b) del Decreto Supremo N 31 de 2016 del Ministerio delí °  

Medio Ambiente, debiendo dirigir su acci n en contra de dicha cartera deó  

Estado, y no contra la Ministra de Transportes y Telecomunicaciones. 

III.-  En  cuanto  al  fondo , se ala que la  Resoluci n  Exenta Nñ ó ° 

2292, de 2018, que prohibi  la circulaci n de veh culos motorizados desdeó ó í  

el  01 de mayo hasta el  31 de agosto de 2018,  de conformidad con las 

tipolog as, d as, horarios, per metros especiales y condiciones que se detallaní í í  

en  el  acto  administrativo,  fue  dictada  conforme  a  las  atribuciones  y 

facultades  que  el  propio  legislador  ha  encomendado  al  Ministerio  de 

Transportes  y  Telecomunicaciones,  la  cuales  pueden  ser  ejecutadas  a 

solicitud de las entidades que indica, o incluso de oficio. 

Al  efecto  se ala  que  el  Plan  de  Prevenci n  y  Descontaminaci nñ ó ó  

Atmosf rica  para  la  Regi n  Metropolitana  de  Santiago,  dispone  que  elé ó  

Ministerio  de  Transportes  y  Telecomunicaciones,  en  ejercicio  de  sus 
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atribuciones, disponga de una restricci n vehicular de car cter permanente,ó á  

durante el per odo comprendido entre el 1 de mayo y el 31 de agosto deí  

cada a o, de acuerdo la Tabla XII-1, inserta en el art culo 120 del Decretoñ í  

N  31, de 2016 y que la letra b) del inciso segundo de la misma norma°  

dispone que “El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, a trav sé  

de la SEREMI de Transportes y Telecomunicaciones RM, deber  definirá  

las  fechas,  los  horarios,  zonas,  per metros  especiales  y  excepciones  a  laí  

aplicaci n de esta medidaó .”

Luego, hace referencia al art culo 107 del D.F.L. N  1, de 2007 delí °  

Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija texto 

refundido, coordinado y sistematizado de la Ley N  18.290, de Tr nsito,° á  

que se ala que los conductores tienen derecho a transitar en sus veh culosñ í  

por  las  v as  p blicas,  salvo  las  excepciones  que  establece  esta  ley  y  lasí ú  

medidas  que,  en  contrario  y  en  casos  especiales,  adopte  la  autoridad 

competente. Y al inciso primero del art culo 113 de la ley en comento, elí  

que se ala que el ñ “Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones podrá 

prohibir, por causa justificada, la circulaci n de todo veh culo o de tiposó í  

espec ficos  de  stos,  por  determinadas  v as  p blicas.  Esta  facultad  serí é í ú á 

ejercitada de oficio o a petici n de las Municipalidades o de la Direcci n deó ó  

Vialidad, seg n correspondaú . ”

En lo que ata e a la aplicaci n de la normas de emisi n, el Plan deñ ó ó  

Prevenci n y Descontaminaci n Atmosf rica para la Regi n Metropolitanaó ó é ó  

de Santiago, regulada en el DS N  31 de 2016 hace alusi n a la fecha de° ó  

inscripci n del veh culo, y no a las diversas normas de emisi n de gases,ó í ó  

indicando que no es su entidad quien define las medidas permanentes en los 

episodios de gesti n cr tica, pues es una facultad del Ministerio del Medioó í  

Ambiente.

En base a lo expuesto, indica que no se advierte en caso alguno que 

mediante  la  dictaci n  de  la  Resoluci n  Exenta  N  2292,  de  2018,  seó ó °  

vulneren las garant as constitucionales consagradas en el art culo 19 Nos. 2,í í  

22 y 24 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica.ó í ú

Por otro lado, se ala que no consta que de acuerdo al certificado deñ  

emisiones  (el  cual  no acompa a en su presentaci n)  que el  veh culo  delñ ó í  

recurrente cumpla con la normativa vigente.
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Manifestando que no existe una vulneraci n al derecho de propiedad,ó  

por cuanto no se entiende c mo la medida que tiene como fin evitar laó  

superaci n y recuperar los niveles se alados en las normas primarias y/oó ñ  

secundarias de calidad ambiental de una zona latente o saturada por uno o 

m s  contaminantes,  ocasione  una  expropiaci n  regulatoria ,  teniendoá “ ó ”  

adem s en consideraci n indica- que existe una causa justificada en losá ó –  

t rminos se alados por el legislador.é ñ

Concluye  expresando  que  en  su  concepto  queda  suficientemente 

demostrado  que  el  Ministerio  de  Transportes  y  Telecomunicaciones  ha 

actuado de conformidad con la normativa aplicable, considerando que su 

actuar no es ilegal ni arbitrario y que no se ha producido ninguna amenaza, 

perturbaci n o privaci n de ninguna garant a constitucional, por lo que pideó ó í  

se deseche el recurso deducido, con expresa condena en costas.

Y TENIENDO PRESENTE:

PRIMERO:  Que, tal como se indica en la parte expositiva de esta 

sentencia, ha comparecido ante esta Corte don Carlos  Tagle  Tasso  por 

don Claudio  Montig l io  Valenzuela  y dedujo recurso de protecci n enó  

contra  del  Ministerio  de  Transportes  y  Telecomunicaciones , 

representado  por  la  Ministra  Sra.  Gloria  Hutt  Hesse,  quien  mediante 

Resoluci n  Exenta  N  2292,  de  24  de  abril  de  2018,  ha  decretadoó °  

restricci n  vehicular  permanente  para  los  veh culos  con  convertidoró í  

catal tico sello verde, inscritos antes del 1 de septiembre de 2011, medidaí  

que el recurrente estima no se ajusta a derecho, siendo ilegal y arbitraria, 

considerando  que  se  vulnerar an  las  garant as  constitucionales  de  suí í  

representado,  establecidas  en  el  art culo  19  Nos.  2,  22  y  24  de  laí  

Constituci n Pol tica de la Rep blica.ó í ú

SEGUNDO: Que en el informe respectivo se solicit  el rechazo deló  

recurso, argumentando tres razones esenciales: 

(1)  En  primer  lugar,  argumentando  la  extemporaneidad del 

recurso, en atenci n a que el fundamento de su pretensi n dice relaci n conó ó ó  

lo dispuesto en el art culo 120 letra b) del  Decreto Supremo N  31,  deí °  

2016,  del  Ministerio  del  Medio  Ambiente,  texto  normativo  que  fue 

publicado en el Diario Oficial el 24 de noviembre de 2017 y que el recurso 

fue interpuesto reci n el 24 de abril de 2018, esto es, excedido con creces elé  
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plazo fatal de 30 d as que se ala el Auto Acordado de la Excelent simaí ñ í  

Corte  Suprema  que  regula  el  recurso  de  protecci n  de  garant asó í  

constitucionales. 

(2) En segundo lugar, alegando la falta  de  legit imaci n  pasivaó , 

pues el antes se alado Decreto Supremo N  31, de 2016, fue dictado por elñ °  

Ministerio  del  Medio  Ambiente,  siendo  el  Ministerio  de  Transportes  y 

Telecomunicaciones un mero ejecutor de lo que en dicho cuerpo normativo 

se se ala.ñ

(3) En tercer lugar, argumentando en cuanto al  fondo del recurso, 

sosteniendo  que  ese  rgano  administrativo  se  ha  limitado  a  ejercer  lasó  

potestades  p blicas  que  diferentes  cuerpos  de  normas  le  han  otorgado,ú  

citando aparte del art culo 120 letra b) del Decreto Supremo N  31, deí °  

2016, ya individualizado, los art culos 107 y 113 del D.F.L. N  1, de 2007í °  

del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el 

texto  refundido,  coordinado  y  sistematizado  de  la  Ley  N  18.290,  de°  

Tr nsito,  fundamentalmente  teniendo  presente  que  el  ejercicio  de  talesá  

atribuciones busca evitar la superaci n y recuperar los niveles se alados enó ñ  

las normas primarias  y/o secundarias de calidad ambiental  de una zona 

latente o saturada por uno o m s contaminantes, en vista a promover elá  

derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminaci n, buscando laó  

preservaci n de la naturaleza y la conservaci n del patrimonio ambiental.ó ó

TERCERO:  Que, como puede deducirse de la parte expositiva de 

esta sentencia, el conflicto sometido a la decisi n de esta Corte dice relaci nó ó  

con el acto que se considera arbitrario e ilegal, consistente en la dictaci nó  

por el  Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones de la Resoluci nó  

Exenta N  2292, de 24 de abril de 2018, mediante la cual se ha decretado°  

restricci n  vehicular  permanente  para  los  veh culos  con  convertidoró í  

catal tico sello verde, inscritos antes del 1 de septiembre de 2011, medidaí  

que el recurrente estima no se ajusta a derecho, siendo ilegal y arbitraria, 

considerando  que  se  vulnerar an  las  garant as  constitucionales  de  doní í  

Claudio  Montig l io  Valenzuela , establecidas en el art culo 19 Nos. 2,í  

22 y 24 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica.ó í ú

CUARTO:  Que,  el  recurso  de  protecci n  de  garant asó í  

constitucionales constituye una acci n constitucional de urgencia destinada aó  
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amparar el leg timo ejercicio de las garant as y derechos preexistentes que seí í  

enumeran en el  art culo 20 de la Constituci n Pol tica de la Rep blica,í ó í ú  

mediante la adopci n de medidas de resguardo que se deben tomar ante unó  

acto u omisi n arbitrario  e ilegal  que impida,  amague o perturbe dichoó  

ejercicio; esto es, requisito indispensable de la acci n cautelar de protecci nó ó  

lo constituye (1) la existencia de un acto u omisi n ilegal -contrario a la ley-ó  

o arbitrario -producto del mero capricho de quien incurre en l-, y (2) queé  

provoque alguna de las  situaciones  que se  han  indicado,  que  realmente 

priven,  perturben  o  amenacen  el  debido  ejercicio  de  un  (3)  derecho 

indubitado  y  no  disputado  del  afectado.  Asimismo,  es  menester  que 

concurra  una  (4)  relaci n  de  causalidad  entre  el  comportamientoó  

antijur dico  y el  agravio a  la  garant a  constitucional  y  que (5)  exista  laí í  

posibilidad actual del rgano jurisdiccional, ante el cual se plantea la acci n,ó ó  

de adoptar medidas de protecci n o cautela adecuadas, para resguardar eló  

leg timo ejercicio del derecho afectado.í

Es decir, son variadas las exigencias que deben rodear su presentaci nó  

y,  ciertamente,  motivar  el  acogimiento  de  una  acci n  de  la  naturalezaó  

indicada.

QUINTO:  Que,  en  atenci n  al  conflicto  concreto  que  se  haó  

sintetizado  en  el  considerando  tercero,  corresponde  examinar  si  acaso 

resulta admisible el recurso por cumplir los requisitos antes anotados, a los 

que el Auto Acordado sobre Tramitaci n y Fallo del Recurso de Protecci nó ó  

de las Garant as Constitucionales ha a adido uno relativo al plazo fatal deí ñ  

treinta d as corridos contados desde la ejecuci n del acto o la ocurrencia deí ó  

la omisi n o, seg n la naturaleza de stos, desde que se haya tenido noticiasó ú é  

o conocimiento cierto de los mismos.

SEXTO:  Que,  en  relaci n  a  la  ó extemporaneidad que  fuere 

alegada, debe se alarse que el acto administrativo contra el cual finalmenteñ  

se recurre,  es la  Resoluci n Exenta N  2.292,  de fecha 24 de abril  deló °  

presente  a o,  del  Ministerio  de  Transportes  y  Telecomunicaciones,ñ  

publicada en el Diario Oficial el 27 de abril de 2018, por lo que reci n aé  

partir de esta ltima fecha debe computarse el plazo de 30 d as se alado enú í ñ  

el Auto Acordado de la Excelent sima Corte Suprema que regula el recursoí  

de  protecci n  de  garant as  constitucionales  y  habi ndose  interpuesto  eló í é  
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recurso el 24 de abril del a o en curso, lo ha sido dentro de plazo, por loñ  

que corresponde desechar la alegaci n efectuada en este sentido. ó

S PTIMOÉ :  Que, ahora, en cuanto a la  falta  de  legit imaci nó  

pasiva alegada,  debe  se alarse  que  el  Ministerio  de  Transportes  yñ  

Telecomunicaciones solamente ha ejecutado aquello que ordena el art culoí  

120 letra b) del Decreto Supremo N  31, de 2016, del Ministerio del Medio°  

Ambiente, el que se dicta teniendo presente la obligaci n legal establecidaó  

en los art culos 44 y siguientes de la Ley N  19.300, que aprueba Basesí °  

Generales  del  Medio  Ambiente  y  siendo  el  reproche  que  formula  el 

recurrente basado en lo dispuesto en la primera de las normas citadas, debe 

indicarse  que  la  autoridad  contra  la  que  se  ha  dirigido  el  libelo  no es 

aquella responsable de la dictaci n de los actos administrativos que en eló  

fondo se cuestionan. 

Para  ello  se  debe  tener  presente  que,  como  lo  ha  se alado  lañ  

Excelent sima  Corte  Suprema  en  la  causa  Rol  N  64310/2016:í ° “la 

legitimaci n no es un requisito para el ejercicio de la acci n, sino para suó ó  

admisi n en la sentencia, cuesti n que debe ser establecida por el juez a nó ó ú  

cuando las partes del pleito no hayan enarbolado entre sus defensas la falta  

de legitimaci n activa o pasiva o lo hicieren extempor neamenteó á . ”

Y que  espec ficamente  trat ndose  de  la  legitimaci n  pasiva  en  elí á ó  

recurso de protecci n, el profesor Humberto Nogueira (Revista Ius et Praxisó  

N  16-1, Enero 2010, Talca, Chile, p. 242) indica: ° “La legitimaci n pasivaó  

en el proceso de protecci n est  constituida por aquel que haya lesionado oó á  

afectado el ejercicio de los derechos y garant as constitucionales, pudiendoí  

ser  rganos  del  poder  p blico,  autoridades  o  agentes  del  Estado,ó ú  

instituciones  o  personas  jur dicas  de  derecho  privado  o  personasí  

determinadas o determinables . ”

En  el  presente  caso,  no  se  visualiza  de  qu  modo  la  autoridadé  

recurrida puede lesionar o afectar el ejercicio de los derechos y garant así  

constitucionales invocados por el recurrente, en atenci n a que dicha virtudó  

podr an tener en cualquier caso las normas aprobadas por el Ministerio delí  

Medio Ambiente, que no es la autoridad en contra de la cual se recurre en 

esta causa.
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OCTAVO:  Que,  debe  a adirse  que  tampoco  se  acredit  en  elñ ó  

presente  caso  que  quien  recurre  de  protecci n  se  encuentre,  adem s,ó á  

legitimado para ello, pues aparte de sus dichos acerca de que el veh culo delí  

que ser a propietario, marca BMW, modelo 320IA FL 2.0, del a o 2011,í ñ  

cumplir a con todas las normas de emisi n contaminantes exigidas por laí ó  

autoridad, ning n antecedente que as  lo pruebe fue aparejado al proceso.ú í

NOVENO: Que, sin perjuicio que lo se alado ser a suficiente parañ í  

el rechazo del presente recurso, debe indicarse a mayor abundamiento y 

entrando ya en el fondo, que tanto el Decreto Supremo N  31, de 2016,°  

como la Resoluci n Exenta N  2922, de 2018, se encuentran dictados en eló °  

contexto de actos que buscan el bien com n de los habitantes de la Regi nú ó  

Metropolitana  de  Santiago,  con  la  finalidad  de  evitar  la  superaci n  yó  

recuperar los niveles se alados en las normas primarias y/o secundarias deñ  

calidad  ambiental  de  una  zona  latente  o  saturada  por  uno  o  m sá  

contaminantes,  en  vista  a  promover  el  derecho  a  vivir  en  un  medio 

ambiente libre de contaminaci n, buscando la preservaci n de la naturalezaó ó  

y la conservaci n del patrimonio ambiental. ó

D CIMOÉ : De manera que no es posible sostener que las normativas 

dictadas  con  dicha  finalidad  puedan  ser  arbitrarias,  no  existiendo 

argumentos que permitan cuestionar que nos encontramos en presencia de 

un acto legal, en ejercicio de atribuciones que le han sido conferidas por el 

ordenamiento jur dico a la autoridad recurrida,  sin que sea plausible  uní  

planteamiento que pretenda generar  una excepci n al  esfuerzo colectivo,ó  

por lo que ser  condenado en costas el recurrente.á

UND CIMOÉ : Que, en virtud de todas las razones expresadas, se 

rechazar  el recurso de protecci n que ha sido interpuesto.á ó

En conformidad, asimismo, con lo dispuesto en el art culo 20 de laí  

Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica  y  en  el  Auto  Acordado  de  laó í ú  

Excelent sima Corte Suprema sobre tramitaci n del recurso de protecci ní ó ó  

de  garant as  constitucionales,  í se rechaza,  con  costas ,  el  recurso  de 

protecci n deducido por don  ó Carlos  Tagle  Tasso  por don  Claudio 

Montig l io  Valenzuela  en contra del  Ministerio  de  Transportes  y  

Telecomunicaciones .

Reg strese, notif quese y arch vese, si no se apelare.í í í
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Redacci n del abogado integrante se or Decap.ó ñ

N Protecci n-36674-2018 ° ó

Pronunciada por la  S ptimaé  Sala  de la Iltma. Corte de Apelaciones de 
Santiago,  presidida  por  el  Ministro  se or  Omar  Astudillo  Contreras  eñ  
integrada por la Ministro (S) se ora Ana Mar a Hern ndez Medina y por elñ í á  
Abogado  Integrante  se or  Mauricio  Decap  Fern ndez.  ñ á Autoriza  el  (la) 
ministro de fe de esta Iltma. Corte de Apelaciones de Santiago. 
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Pronunciado por la Séptima Sala de la C.A. de Santiago integrada por Ministro Omar Antonio Astudillo C.,

Ministra Suplente Ana Maria Hernandez M. y Abogado Integrante Mauricio Decap F. Santiago, dos de agosto

de dos mil dieciocho.

En Santiago, a dos de agosto de dos mil dieciocho, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
A contar del 13 de mayo de 2018, la hora visualizada
corresponde al horario de invierno establecido en Chile
Continental. Para la Región de Magallanes y la Antártica
Chilena sumar una hora, mientras que para Chile Insular
Occidental, Isla de Pascua e Isla Salas y Gómez restar
dos  ho ras .  Pa ra  más  i n fo rmac ión  consu l t e
http://www.horaoficial.cl.
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